PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

CAPÍTULO I: Programa Provincial de Prevención y Asistencia a las Víctimas de Delitos contra la Integridad Sexual

Artículo 1: Créase el Programa Provincial de Prevención y Asistencia a las Víctimas de Delitos Sexuales, en el ámbito del Ministerio de Salud, en coordinación intersectorial con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Justicia, y el Ministerio Público Fiscal. 
Artículo 2: Son objetivos del Programa:

a) garantizar el respeto, protección y ejercicio de los derechos humanos a las víctimas de delitos contra la integridad sexual.

b) Implementar servicios integrales, específicos, expeditivos, accesibles y gratuitos para la asistencia médica, psicológica, social y jurídica a las personas víctimas de delitos contra la integridad sexual.

c) Promover la coordinación intersectorial para la implementación de acciones destinadas a la prevención, la asistencia y la rehabilitación de las personas que sufren sus efectos.

d) Organizar campañas de concientización pública, a través de los medios de difusión masiva, para prevenir y evitar los delitos contra la integridad sexual.

e) Realizar campañas de divulgación, a través de los medios de difusión masiva, acerca de los efectos negativos personales y sociales de los delitos contra la integridad sexual y de los servicios de orientación y asistencia de que disponen las víctimas.

f) Disminuir la morbilidad de las personas víctimas de delitos contra la integridad sexual.

g) Prevenir embarazos y enfermedades de transmisión sexual y de VIH/SIDA, asegurando las prestaciones de emergencia.

h) Arbitrar procedimientos que eviten la revictimización derivada de estudios médicos sucesivos y de la substanciación de actuaciones judiciales.

i) Sensibilizar y capacitar, incluyendo la perspectiva de género, al personal de las fuerzas de seguridad, de salud, de educación y de justicia para la prevención y asistencia de las víctimas de delitos contra la integridad sexual.

j) Promover la realización de actividades de estudio, investigación y divulgación vinculadas con los delitos contra la integridad sexual y sobre la violencia de género.

k) Estandarizar metodologías para la recolección de datos científicos, que permitan realizar un diagnóstico de la magnitud del problema, así como el seguimiento del presente programa. 

l) Garantizar a toda la población el acceso a la información, orientación y a las prestaciones de los servicios del presente Programa.    

m) Implementar medidas conducentes a evitar este tipo de delitos y la reincidencia de los mismos, mediante adecuados procedimientos preventivos y tratamientos correctivos de carácter psicológicos durante y con posterioridad al cumplimiento de las penas por parte de quienes cometan delitos contra la integridad sexual.

Artículo 3: La presente ley se inscribe en el marco de la ¨Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer¨ y la ¨Convención sobre los Derechos del Niño¨. 

En caso de duda en la aplicación de la presente ley serán fuente de interpretación las referidas Convenciones Internacionales. 

Art. 4: El Ministerio de Salud tendrá a su cargo: 

a) Incluir la prevención y asistencia a las víctimas de delitos sexuales en las políticas públicas del sector, jerarquizando las acciones preventivas en el nivel de atención primaria.

b) Capacitar al personal profesional, técnico y auxiliar de la salud en la prevención de los delitos sexuales, con especial énfasis en los servicios de atención primaria, salas de primeros auxilios, guardias, agentes de salud, médicos de cabecera o cualquier otra modalidad en su tipo.  

c) Capacitar al personal profesional técnico y auxiliar de la salud en la detección de indicadores de abuso sexual.

d) Confeccionar los protocolos médico y psicológico que especifiquen el procedimiento a seguir para la atención a la víctima de delitos sexuales y su entorno familiar y afectivo, resguardando su intimidad de la personas asistida y garantizando el acceso a las prestaciones de anticoncepción de emergencia y del tratamiento de enfermedades de transmisión sexual y VIH/SIDA, previo consentimiento informado.

El procedimiento deberá asimismo asegurar la obtención y preservación de los elementos probatorios y la asistencia psicológica para contención y tratamiento de la víctima durante el tiempo necesario. 

e) Procurar la mejor calidad en la atención, que observe un trato digno y respetuoso, eliminando prácticas institucionales discriminatorias. 

Artículo 5: El Ministerio Público tendrá a su cargo:

a) Proveer el asesoramiento legal, el acompañamiento y la contención necesarios a la víctima. Asimismo proveerá al patrocinio gratuito en caso de carecer de recursos económicos y de que decida presentarse en calidad de querellante.

b) Organizar fiscalías especializadas en el tema con personal capacitado para su desempeño.
c) Recomendar la aplicación de tratamientos psicológicos como parte de las penas a las personas que cometan delitos contra la integridad sexual.

Artículo 6: El Ministerio de Justicia tendrá a su cargo: 

a) Capacitar incluyendo la perspectiva de género, a los agentes policiales y fuerzas de seguridad.

b) Conformar áreas específicas en las comisarías a fin de proporcionar un ámbito de privacidad para la recepción de las denuncias, garantizando un marco de respeto y contención a las víctimas.

c) Articular con el Poder Judicial a los efectos de implementar la presente ley en particular en el ámbito del Cuerpo Médico Forense 

d) Investigar todo tipo de denuncia sobre abusos y ataques sexuales frustrados, especialmente a personas que cuenten con antecedentes relacionados con este tipo de delitos, a efectos de prevenir los mismos. 

Artículo 7: El Ministerio de Educación tendrá a su cargo:

a) Desarrollar acciones para sensibilizar y capacitar, incluyendo la perspectiva de género, a la comunidad educativa sobre la existencia, importancia y magnitud de los delitos contra la integridad sexual.

b) Incluir en la capacitación, actualización y nueva formación en servicio de los docentes, contenidos para sensibilizar y capacitar, incluyendo la perspectiva de género, sobre los delitos  contra la integridad sexual y sobre su prevención. 

c) Incluir en todos los niveles de la Educación Formal y regímenes especiales, la prevención de los delitos contra la integridad sexual y la información sobre los servicios de protección y asistencia en la materia. 

d) Promover la oferta de servicios de Educación No Formal (talleres, grupos de reflexión, formación de líderes y otras actividades) para madres, padres y jóvenes, organizaciones barriales, asociaciones intermedias y la comunidad en general sobre la prevención de delitos contra la integridad sexual, previa capacitación específica para los docentes del área. 

Artículo 8: Los funcionarios públicos a los cuales acudan las personas víctimas de delitos contra la integridad sexual, tienen la obligación de informar acerca del contenido de la presente ley. 

CAPÍTULO II:  Asistencia a las Víctimas de Delitos contra la Integridad Sexual

Artículo 9: Las víctimas de delitos contra la integridad sexual tendrán derecho a recibir en forma inmediata y gratuita las prestaciones contenidas en los protocolos médico y psicológico que conforme al artículo 4 inciso d) de esta ley debe elaborar el Ministerio de Salud.

Los protocolos, la medicación y todo elemento necesario para brindar la asistencia integral de urgencia, deberán estar disponibles en cada servicio de salud para la atención de emergencia.

Artículo 10: Los servicios de salud del sistema público, de la seguridad social de salud y de los sistemas privados, incorporarán las prestaciones mencionadas en el artículo anterior a sus coberturas, en igualdad de condiciones con sus otras prestaciones. 
CAPÍTULO III: Consejo Provincial en Defensa de las Víctimas de delitos contra la Integridad Sexual

Artículo 11: Créase el Consejo provincial en Defensa de las Víctimas de Delitos contra la Integridad Sexual.

Artículo 12: El Consejo estará integrado por

a) miembros de Organizaciones no Gubernamentales que tengan por fin la defensa de los derechos de las víctimas de delitos contra la integridad sexual.

b) Profesionales con incumbencias en la materia.

c) Presidentes de las Comisiones  de Seguridad y Asuntos Penitenciarios de la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 13: El Consejo tendrá por objeto:

a) asesorar y recomendar al Poder Ejecutivo políticas públicas tendientes a prevenir los delitos contra la integridad sexual

b) asesorar y recomendar al Poder Legislativo en la elaboración de legislación sobre el tema.

c) Proponer medidas de difusión a la comunidad sobre los delitos contra la integridad sexual   

d) Proponer  acciones tendientes a la contención de las víctimas. 
CAPÍTULO IV: Prevención de los delitos contra la integridad sexual

Artículo 14: El Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos realizará estudios destinados a la prevención de estos delitos mediante análisis de las modalidades más comunes en que se cometen, el perfil psicológico de los victimarios, los niveles de reincidencia y los efectos de las políticas aplicadas al respecto.

Artículo 15: Los resultados de los estudios mencionados precedentemente  serán remitidos al Consejo Provincial de Defensa de las Victimas de Delitos contra la Integridad Sexual, creado por el artículo 11 de la presente, a efectos de su evaluación y sugerencia de medidas correctivas.

CAPÍTULO V: Disposiciones Transitorias
Artículo 16: Los Municipios De la Provincia de Buenos Aires deberán adecuar sus ordenanzas y estructuras para la implementación de la presente ley.   

Artículo 17: La Autoridad de aplicación deberá suscribir Convenios con los Municipios, para que desarrollen las acciones tendientes a efectivizar el presente Programa. 

Artículo 18: El Poder Ejecutivo imputará a las partidas presupuestarias vigentes el gasto que demande la implementación de la presente ley.

Artículo 19: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS
Por el presente proyecto de ley se crea un programa de prevención y asistencia a las víctimas de delitos contra la integridad sexual, a través del cual se canalicen y se pongan en prácticas políticas públicas para la prevención de delitos tan aberrantes como los que lesionan el bien jurídico en cuestión: la integridad sexual.

El proyecto que sometemos a consideración de la Honorable Cámara, es tomado del presentado en el Congreso de la Nación  por la Diputada Nacional Silvia Augsburger (Expediente Nº: 466 D-2006).       

La violencia sexual es un fenómeno que afecta a las mujeres, niños y niñas de distintas edades, condiciones de vida y en todos los países del mundo. Tiene consecuencias muy graves para las personas agredidas, para sus familias y para la comunidad en general. Es necesario responder al desafío de su prevención y erradicación y trabajar en la reparación de las personas afectadas a través de medidas integrales y humanizadoras.

La violación es un ataque al cuerpo, a la sexualidad, a la persona, en su integridad, dignidad y libertad. 

Las víctimas de delitos sexuales ven vulnerados sus derechos humanos básicos como aquellos referidos a la integridad psicofísica, a la intimidad, a la libertad sexual, a la seguridad y a la autodeterminación. Las consecuencias físicas pueden ser muy graves como un embarazo no deseado o el contagio de VIH-SIDA u otras enfermedades de transmisión sexual.

La víctima de delito sexual experimenta, entre otros, sentimientos e humillación, vergüenza, culpabilidad, temor, que reducen la autonomía y limitan su desarrollo personal.

Esta violencia es el acto de discriminación más cruel que se ejerce desde hace siglos producto de estructuras sociales históricas de dominación/ subordinación entre los sexos, y que se ha perpetuado y tolerado a través el tiempo. Las investigaciones realizadas indican que la violencia es sufrida fundamentalmente por las mujeres y sus raíces se encuentran en el proceso socializador que ha adjudicado a las mujeres un papel secundario en la sociedad.

Todas las personas, sin exclusión, estamos influenciadas por los mitos culturales que favorecen la supremacía y la violencia masculina en las sociedades, donde los privilegios y el poder adjudicados a un sexo, no se adjudican al otro, es decir, donde se cultiva la desigualdad sexual.  

El caos inicial y la soledad posterior pautan el camino de silencio de las víctimas. Las mujeres que con gran esfuerzo deciden salir de la cárcel del silencio, encuentran una sociedad que no las considera. Los diversos actores que tendrían la responsabilidad de escucharla, contenerla, guiarla y defenderla no saben como, no pueden o no quieren. Médicos, policías, jueces, psicólogos, enfermeros, abogados, asistentes sociales deberían escuchar a las víctimas sin desconfiar en ellas.
Por sus graves consecuencias físicas y psicológicas, la violencia en general y, en particular, la ejercida contra la integridad sexual de las personas es un problema de salud pública. Es el sector salud el que debe dar una respuesta integral que recomponga el bienestar emocional, mental y físico de las víctimas de delitos sexuales. Pero no es sólo un problema de salud ya que tiene otras dimensiones: sociales, legales, económicas, etc., por lo tanto se debe realizar un abordaje integral en el marco de un programa intersectorial que involucre el rol activo de otros Ministerios.

Por otro lado, en la violación sexual el estigma que frecuentemente recae sobre las víctimas hace que éstas no efectúen la denuncia o si la han hecho, que desistan de continuar las acciones legales. Muchas veces hacer la renuncia puede ser para la mujer o la niña casi tan traumático como la experiencia de haber sido violada.
Por esta situación se considera que las denuncias son sólo una parte de los casos reales. La violencia sexual contra niñas y niños es aún más difícil de cuantificar, al igual que en los adolescentes, pues gran parte de los delitos ocurre al interior de los hogares y en una abrumadora mayoría los perpetradores son miembros de la familia o conocidos cercanos. Se estima que entre el 40 y el 60% de los casos de abuso sexual ocurre en mujeres menores de 16 años. 

Para una mujer denunciar que fue violada significa someterse a reglas procesales que dicen que un ultraje ocurrió si su denuncia es comprobable según los criterios de un orden legal que siempre ha sido esencialmente masculinista. Para la mujer someterse a los exámenes médicos tendientes a comprobar el hecho material del delito es revivir nuevamente el acto en sí  mismo. Dentro del proceso penal la mujer debe afrontar el duro camino de revivir la violación sufrida, sufriendo la estigmatización que genera el mismo proceso. Para muchos la mujer es culpable porque provoca o accede.
El Dr. Juan Pablo Pablo, letrado que representa a las víctimas en el caso que sigue al Sr. Julio César Grassi, ha expresado:  ¨Este maltrato institucional en el ámbito de la Justicia es una de las forma en que se manifiesta el maltrato hacia los niños, niñas o adolescentes o hacia las mujeres, son aquellos procedimientos judiciales que por acción u omisión de los operadores de la Justicia, pero al amparo de la institución judicial, vulneran los derechos de las víctimas.Hay muchos ejemplos de estas situaciones que terminan revictimizando a quienes ya padecieron un maltrato previo. A veces se piensa que la revictimización es sólo cuando al niño o niña víctima se lo hace declarar varias veces. Eso es una parte, pero no es todo. También se ven de manera frecuente dictámenes arbitrarios, dilaciones, desgaste y descalificación de las víctimas durante el proceso que muchas veces lleva a que la niña, el niño o adolescente víctima se retracte en alguno de los interrogatorios de la denuncia que había hecho porque no puede sostenerla frente a tantas presiones. La retractación además suele fortalecer la posición de quienes sostuvieron que se trataba de un invento, cuando si se lo analiza correctamente se podría concluir que hubo una situación abusiva. ¿Qué efecto provoca este maltrato en las víctimas? Estas situaciones suelen llevar a mayores frustraciones, mayor dolor y a mayor maltrato que el que originó este tipo de causas, y esto normalmente incluye a la víctima si es un niño y probablemente a los adultos protectores. Los efectos muchas veces son irreversibles. En muchos de los casos en los que me ha tocado intervenir he percibido este tipo de situaciones. En el caso que involucra a Grassi, por ejemplo, hemos tenido situaciones de maltrato con relación a las víctimas, a una se la ha querido hacer retractar de sus dichos, a otra se lo ha querido apartar de su condición de querellante.¨ (artículo publicado en la página web de la ONG ¨Abuso sexual Niños no¨). 
Ello así, avanzar en una ley que defienda contenga y trate a las mujeres violadas es un paso trascendental. Modificar las injusticias y las prácticas discriminatorias y denigrantes enquistados en las instituciones, es necesario para equilibrar la igualdad de derechos entre mujeres y varones y respetar los derechos humanos.           

La agresión sexual es el único delito cuya prueba requiere no sólo investigar los hechos sino la exposición pública de la historia íntima, pasada y presente de la mujer que sufrió el daño. 

Hasta hace pocos años el Código Penal argentino enmarcaba los delitos contra la integridad sexual como ultrajes a valores tales como el pudor o la honestidad. Este Título fue reformado pro la ley 25.087. En el Título Tercero del Libro Segundo, denominado ¨Delitos contra la integridad sexual¨ delimita las conductas delictuales relacionadas con esta problemática.
En abril de 1999 se sancionó la ley 25.087 que modificó el capítulo del Código Penal concerniente a las agresiones sexuales. La reforma del Título III del C:CP. Relativo a los ¨Delitos contra la Honestidad¨ constituía una obligación en los términos de los tratados internacionales de derechos humanos suscritos por el Estado argentino. En particular, esta obligación está contemplada por la Convención sobre la Eliminación  de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, cuya jerarquía constitucional fuera consagrada por el artículo 75 de la Constitución Nacional. 

El principal objetivo de la citada ley 25.087 ha sido generar una reconceptualización global que tuviera en cuenta las perspectivas de las víctimas al momento de definir el bien jurídico protegido y las conductas consideradas ilícitas. Este cambio es gran medida, fruto de largos años de trabajo del movimiento de las Mujeres.

Desde una perspectiva de género, la nueva ley reconoce mejor la experiencia de las mujeres. El primer cambio trascedente es el cambio del título de ¨delitos contra la honestidad¨ a ¨delitos contra la integridad sexual de las personas¨, es decir un cambio radical en el bien jurídico protegido.

Así, se consagra que estos delitos afectan la integridad y la dignidad de las personas y no la honestidad, concepto que se refiere a valores anacrónicos. 

Asimismo el cambio del bien jurídico tutelado debe interpretarse de modo tal que se excluyan las alusiones, interrogatorios y pruebas que pretendan indagar sobre la existencia o no de la llamada ¨honestidad¨ de las víctimas.  

Así, en los artículos 119 y 120 queda determinado que el bien jurídico protegido es la libertad sexual, entendida como la libre disposición del cuerpo y el respeto al pudor sexual.
Se reconocen distintos tipos de agresiones sexuales de acuerdo al daño provocado: abuso sexual, abuso sexual calificado y violación.

Las tres figuras tienen en común el ser realizadas con violencia, amenaza, intimidación o aprovechándose de que la víctima por cualquier causa no haya podido consentir libremente.

La ley reconoce la existencia de agresiones sexuales cuando se dan en el marco de relaciones de dependencia, de autoridad o de poder. 

Hay que remarcar que el carácter coactivo y violento no se produce sólo por el uso de la fuerza, sino también porque hay relaciones sociales de poder y autoridad que actúan en el mismo sentido, tanto en el ámbito personal como en el público; es decir que se desplaza la idea de ¨no haber podido ejercer suficiente resistencia¨ por la idea más cercana a las situaciones reales de agresiones sexuales de no haber podido consentir libremente. 

Esto refleja mejor la realidad de muchas agresiones sexuales donde no necesariamente hay fuerza física, que deja marca, sino un clima intimidatorio, abuso de poder o de confianza. 
La ley 25.087 ha significado un claro avance en el tema, pero aún quedan por llenar vacíos que reflejan que hoy en día el tema del abuso sexual y la violencia de género están presentes. Por ello el presente proyecto de ley pretende cubrir un vacío: el de la prevención a los delitos contra la integridad sexual y la asistencia a la víctima.

En los últimos años se han iniciado programas específicos de asistencia a víctimas de delitos sexuales y de prevención a los mismos en distintas ciudades del país.              

Así, por ejemplo se han puesto marcha programas de la materia en ciudades como Tigre, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Rosario y Mar del Plata.

Por otro lado es vasta la normativa internacional sobre el tema y las resoluciones emanadas de la ONU.

Ya en el año 1980 la ONU reconoció explícitamente que la violencia contra la mujeres es el crimen encubierto más frecuente en el mundo.

En 1993 la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Derechos Humanos, constituye uno de los documentos internacionales más importantes para las mujeres no sólo porque en él se reconocen los derechos de las mujeres como parte inalienable, integral e indivisible de los derechos humanos universales sino también porque reconoce a la violencia contra las mujeres, por su condición de género como una violación a sus derechos humanos, sacando definitivamente la cuestión del ámbito privado. Por ello, abordar las complejidades de la violencia contra las mujeres, basada en el género, es una responsabilidad indelegable del Estado.

En junio de 1994 la Asamblea General de la OEA aprobó la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará). Esta Convención representa un valioso instrumento jurídico para las mujeres, pues establece los parámetros legales en torno a la violencia contra la mujer y al cual quedan sujetos los países signatarios de dicha Convención. En ese mismo año la Argentina ratificó dicho ordenamiento legal y fue aprobado y ratificado por la ley Nº 24.632 en 1996. 

Así, conforme esta Convención se entiende por violencia contra la mujer ¨cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado¨ (art. 1).

En 1995 en un significativo avance en pos de la igualdad de varones y mujeres, la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer de N.U. aprobó una declaración y una plataforma de acción para la igualdad, el desarrollo y la paz. En el área ¨Violencia contra al Mujer¨, los gobiernos se comprometieron a integrar una perspectiva de género en todas las políticas y programas en materia de violencia contra la mujer y a propiciar la comprensión de sus causas y consecuencias, incluida la capacitación de quienes administran justicia, dan atención y rehabilitación, para lograr que las víctimas reciban un trato justo; y a establecer servicios de apoyo para auxiliar a las niñas y muges víctimas de la violencia y prestarles servicios médicos, psicológicos y de asesoramiento, así como asesoramiento letrado a título gratuito cuando sea necesario. 

En el año 2002 la Organización Mundial de la Salud (OMS) redactó un Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud. En él se expone claramente la magnitud del problema: según este informe el 20% de mujeres y entre un 5 y 10% de los hombres, afirma haber sido víctima de abusos sexuales en su infancia. 

En enero de 2003 el Consejo Ejecutivo de la OMS adoptó el Proyecto de Resolución sobre la aplicación de las recomendaciones del Informe. Los miembros del Consejo reconocieron que la violencia debe ser considerada una prioridad de salud pública. 

Algunas de las Recomendaciones para la Prevención de la Violencia son: 

a) crear, aplicar y supervisar un plan nacional de acción para prevenir la violencia, 

b) aumentar la capacitación de recolección de datos sobre violencia,

c)  definir prioridades y apoyar la investigación de las causas, consecuencias, costos y la prevención de la violencia,

d)  reforzar las respuestas a las víctimas de la violencia,

e)  integrar la prevención de la violencia en las políticas sociales y educativas, y promover así la igualdad social y entre los sexos,

f)  incrementar la colaboración y el intercambio de información sobre la prevención de la violencia, etc.          

Ello así, el presente proyecto de ley pretende materializar, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, las Recomendaciones antes descriptas. 

Respecto a la magnitud en Argentina del problema, el Sistema Nacional de Información Criminal, implementado por la Dirección Nacional de Política Criminal, ha registrado durante el año 2006 a nivel nacional 10.965 denuncias por casos de delitos sexuales efectuadas ante las fuerzas de seguridad. Es decir que, se denuncian cerca de 30 hechos de este tipo por día en todo el país.
Pero cabe destacar que las denuncias y consultas sólo dan cuenta de una mínima parte de las violaciones o abusos sexuales, ya que muchas víctimas se abstienen de denunciar o de pedir ayuda institucional por temor a sufrir incomprensión y descreimiento.  

En virtud de lo expuesto, el presente proyecto de ley tiene como principal objetivo brindar a toda aquella persona que ha sido víctima de un hecho delictivo de índole sexual, la asistencia integral a los efectos de abordar de la manera más adecuada el tratamiento de la problemática en estudio en sus diferentes niveles. La especificidad, la accesibilidad y la gratuidad de los servicios a los cuales acudir en los casos en estudio son de fundamental importancia ya que es una problemática que requiere una atención expeditiva (en el momento de la demanda) e integral (de los distintos aspectos involucrados).

Por todas las razones expuestas y por resultar imperiosa la implementación de un sistema interdisciplinario e intersectorial que trate la problemática en estudio, solicito a los Sras/ Sres. Diputadas/os me acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley. 
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